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SENTENCIA DEFINITIVA  NRO.  86311                              CAUSA NRO. 16.493/08

AUTOS: "PRISTUPIN MARIANA C/ VOTIONIS S.A. S/ DESPIDO"

JUZGADO NRO. 30                                                               SALA I         

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los    30    días del mes de noviembre                         

                             de 2.010, reunida la Sala Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, para dictar sentencia en la causa del epígrafe, y de acuerdo a la correspondiente desinsaculación, se procede a votar en el siguiente orden: 

El Doctor Vilela dijo:

              I)- Contra la sentencia de fs.134/139 apelan ambas partes, presentando sus memoriales: la actora a fs.140/147 y la demandada a fs.148/152.

              II)-  La demandada se queja porque el sentenciante de grado consideró acreditada la existencia de un vínculo laboral subordinado. A partir de este hecho, apela también la procedencia de la sanción prevista en el art.45 de la ley 25.345, y de las multas contempladas en la ley 24.013. Apela la imposición de las costas.

              La actora, a su turno, insiste en que la relación habida entre las partes debe encuadrarse en el estatuto del periodista profesional, en tanto considera que las declaraciones testimoniales demuestran que se desempeñó en calidad de productora periodística, en los programas radiales que detalla.

              III)- En orden al recurso interpuesto por la demandada, relativo a desentrañar la naturaleza de la relación que mediara entre las partes, adelanto que el estudio de las constancias de autos me llevan a considerar debidamente demostrada la existencia de un vínculo laboral subordinado. Los fundamentos expuestos en la sentencia de grado no lucen rebatidos en el memorial de fs.148/152. Los testigos propuestos por ambas partes, Sres. Agra Cáceres (fs.106), Rodríguez (fs.117) y Bazán (fs.122),  resultan coincidentes al señalar que la actora se desempeñó al servicio de la empresa, cumpliendo tareas en beneficio de aquélla, bajo la dirección de un superior jerárquico, cumpliendo un horario y percibiendo en forma mensual una suma de dinero como contraprestación. La circunstancia de que la testigo Agra Cáceres tuviera juicio pendiente por otras causas contra la demandada, no la inhabilita para prestar declaración, sino que sus dichos han sido examinados con estrictez (art.441 inc.5, CPCCN), mas reitero que lucen coincidentes con los restantes testimonios, en el sentido de que la actora se encargaba de la producción de los programas radiales emitidos por Mega 98.3 en forma diaria, llamados “La banda ancha”, “Tu ruta es mi ruta” y “Así me gusta”, que concurría habitualmente a la radio y coordinaba sus tareas con los conductores de los ciclos mencionados.

              La pericia contable revela que la actora recibía, en forma mensual, un importe dinerario, desde febrero de 2006 a octubre de 2007. Durante los dos primeros meses ascendió a $1.200, y el tiempo restante, a $2.100 (ver fs.93/95). Si bien la demandada lo imputó al pago de “facturas” proporcionadas por la actora –todas ellas por importes fijos y de numeración correlativa- la naturaleza de las tareas desarrolladas, la habitualidad de las funciones, el cumplimiento de horarios, la dirección ejercida por el empleador

              Es jurisprudencia de esta Sala que es trabajador subordinado quien pone su energía de trabajo a disposición de otra persona o empresa, resultando indiferente para su determinación que los interesados le hayan denominado de otra forma de manera que se pretenda excluír la tutela de normas de orden público como son las que rigen el contrato de trabajo (in re “Mansilla Oscar R.c/García José A.”, S.D. 55.645 del 30/3/88). Es personal de la empresa aquél que se desempeña en tareas que hacen a la actividad específica del empleador (art. 6, 21, 25 y conc. LCT), máxime si se cumplen en el establecimiento de éste (Sala I, “Mariani Angel A. c/Biaggi José M.”, S.D. 53.073 del 30/6/86), con pagos remuneratorios periódicos, todo lo que hace presumir la existencia del contrato de trabajo (arts. 4, 6, 21, 23, 25 y conc. LCT).

              Lo expuesto sella la suerte de la apelación dado que los restantes aspectos del recurso giran en torno de la supuesta inexistencia de relación labora., lo cual, como anticipara, debe ser descartado, puesto que se halla suficientemente acreditada. Propongo pues desestimar el recurso interpuesto por la demandada, en cuanto al fondo de la cuestión se refiere.

              IV)- En cuanto a la apelación de la parte actora, relativa al rechazo del pretendido encuadre de la relación laboral en el estatuto de periodista profesional, señalaré en primer lugar que la demanda desconoció expresamente que la actora fuera periodista profesional (fs.44vta/45), lo que colocaba a cargo de aquélla la prueba de su afirmación (art.377, CPCCN). En primer lugar, observo que en el escrito inicial no se invocaron antecedentes de la actora como periodista profesional, ni se describieron las tareas que realizaba, ni se explicó siquiera someramente el contenido de los programas en los cuales intervenía como productora, a fin de poder dilucidar la procedencia de su pretensión. El recurrente, al igual que los testigos, como seguidamente analizaré, se limitaron a calificar su función como “productora periodística”, calificación unilateral que, sin elementos que la respalden, ni siquiera una descripción fáctica, luce por demás insuficiente.

              Sabido es que el estatuto del periodista profesional se aplica a los empleadores que por sí o por intermedio de terceros (contratistas o subcontratistas) exploten o cumplan actividades donde se produce el ejercicio profesional de la noticia y de la información por parte del trabajador de prensa (periodista) en sus diversas modalidades y en tanto se cumplan tareas que son propias y específicas de este oficio, en forma regular y retribuidamente, sin tenerse en cuenta como dato excluyente el motivo o alcance de la explotación y el medio técnico empleado (ver Arese, César, “El estatuto del periodista profesional”, en Revista de Derecho Laboral, Ed. Rubinzal Culzoni, año 2004-I, pág.357). Para encuadrar a un trabajador en este estatuto, basta demostrar que está ocupado en difundir noticias de carácter periodístico, por lo que constituye una cuestión de hecho que debe ser probada por quien invoca esa prestación (ver Revista de Trabajo y Seguridad Social, año 2003, pág.1120).

              Declararon a propuesta de la actora los Sres. Rodríguez (fs.117/118) y Agra Cáceres (fs.106). El primero dijo ser productor y actor, conoce a la actora por haber sido compañeros en Radio Mega entre febrero y octubre de 2006, señaló que los programas eran periodísticos y que la actora era productora periodística, a la vez que la segunda –quien mantiene juicio pendiente con la demandada, lo que obliga a examinar su declaración con estrictez (art.441, inc.5, CPCCN)- también manifestó que la actora era productora periodística, que el contenido del programa denominado “La banda ancha” era “puramente periodístico”, y que las tareas de producción periodística consisten en “…armado y producción de contenido periodístico y no periodístico, básicamente eso. Que lo que hace es generar las ideas que va a ser el contenido del programa, las entrevistas y demás contenido…”. Hasta ahora, ni una sola descripción relativa al contenido de los programas en cuya producción participaba. Y digo esto porque resulta trascendental a fin de dilucidar el encuadre que pretende. Es la testigo Bazán (fs.122), propuesta por la demandada, quien refiere que –en su carácter de locutora- conoce a la actora del trabajo en la radio explotada por la sociedad demandada, y explicó que la actora se ocupaba “…del corte de llamados y la coordinación del aire, más de la parte activa que del contenido, todos los programas tenían más contenido con el humor, vida cotidiana y música…” (el destacado me pertenece). Esta testigo, cuya declaración no mereció observación alguna, revela que el contenido de los programas que producía la actora carecía de contenido informativo, es decir, no estaban orientados a la difusión de noticias, a la par que la tarea por ella desplegada en su carácter de productora, tampoco se dirigía a esa finalidad. 

              En síntesis, en la demanda no se indica concretamente por qué los programas eran periodísticos, omisión que se reitera en las declaraciones de los testigos ofrecidos por la actora, que mencionan la categoría y que los programas eran periodísticos, pero no dan razón de sus dichos, es decir, por qué tales programas tenían ese carácter, y si se trataba de la difusión de noticias y la naturaleza de éstas. El examen y valoración de las pruebas, conforme a las reglas de la sana crítica, me inclina a propiciar se confirme la sentencia en este punto.

              V)- La actora se queja también por el importe de condena, y en este punto estimo que le asiste razón. Ha sido admitido en grado que su salario mensual ascendió a $2.100 –sobre este punto concreto no ha mediado agravio-, mas la liquidación practicada contiene errores aritméticos, puesto que las cifras allí consignadas revelan que los cálculos fueron realizados sobre una base de $1.200.

              Explicado lo que antecede, corresponde rectificar el importe de condena, que asciende a $38.152,20.-, conforme a los siguientes parciales: indemnización por antigüedad, $4.200; indemnización sustitutiva del preaviso, $2.100; días de octubre, $1.680; integración del mes del despido, $420; SAC primer semestre 2006, $875; SAC segundo semestre 2006, $1050; SAC primer semestre 2007, $1.050; SAC proporcional segundo semestre 2007, $700; vacaciones proporcionales, $982,80 ($2100 / 25 x 11,7 días); sanción art.80 LCT, $6.300; art.8 LE, $12.075; art.15 LE, $6.720. Todo ello con más los intereses fijados en origen.

              VI)- Atento a lo peticionado por la parte actora en el punto V. del memorial (fs.147) y al resultado del juicio que se propone, corresponde condenar a la demandada a hacer entrega del certificado de trabajo previsto en el art.80 de la L.C.T., dentro del plazo de cinco días de notificada la liquidación prevista en el art.132 de la L.O, bajo apercibimiento de las sanciones conminatorias que, en función de las circunstancias del caso, decidiera imponer el Juez de primera instancia en la etapa de ejecución, en caso de incumplimiento (cfr. arts.37 del CPCC y 666 bis del Código Civil).
              VII)- En lo que respecta a la imposición de costas, es jurisprudencia de esta Sala que en su distribución no debe prevalecer un criterio aritmético sino jurídico, atendiendo a la índole de las pretensiones de las partes y los rubros que resultaron procedentes (cfr. esta Sala in re “Salaberry Yatchino Juan c/Piso Uno SA s/despido”, SD 58448 del 19/5/90). En el sub-examine, el monto por el que prospera la demanda es inferior al reclamado, y no prosperaron los rubros reclamados con fundamento en el estatuto del periodista profesional, por lo que –atendiendo además al carácter alimentario de los créditos por los que prosperó la demanda- propondré distribuir las costas, en ambas instancias, el 80% a cargo de la demandada y el 20% a cargo de la actora (arts. 68, 69, 71 y conc. CPCC; art. 38 y 155  LO).

              VIII)- En definitiva, de prosperar mi voto, correspondería: a)- Confirmar la sentencia en lo principal que decide, elevando la condena a la suma de $38.152,20.- con más los intereses fijados en origen; b)- Modificar la distribución de las costas, por ambas instancias, en la forma dispuesta en el considerando VII; c)- Regular los honorarios por la actuación en esta instancia, para la representación y patrocinio del actor y de la demandada, en el 25% respectivamente, de lo que les corresponda percibir por sus trabajos en la anterior instancia (art.38, LO; leyes 21.839 y 24.432); d)- Aclarar que la totalidad de los honorarios -regulados por la aquo en porcentajes-, deberán calcularse sobre el nuevo importe de condena (incluyendo intereses); e)- Condenar a la demandada a hacer entrega del certificado de trabajo previsto en el art.80 de la L.C.T., dentro del plazo de cinco días de notificada la liquidación prevista en el art.132 de la L.O, bajo apercibimiento de las sanciones conminatorias que, en función de las circunstancias del caso, decidiera imponer el Juez de primera instancia en la etapa de ejecución, en caso de incumplimiento (cfr. arts. 37 del CPCC y 666 bis del Código Civil).

La Doctora Gabriela Alejandra Vázquez dijo 

               I. - Disiento respetuosamente con el voto del colega preopinante Dr. Vilela en lo que se refiere al rechazo del encuadre de la relación laboral de la actora en el estatuto del periodista profesional. 

              Como he sostenido anteriormente en casos análogos al presente, con independencia de que la actora no posea el título de periodista profesional -como insiste en resaltar la demandada y lo hizo a lo largo de todo el proceso, para sustentar la inaplicabilidad de la Ley 12908- lo cierto es que la actividad periodística no se limita a la idea tradicional de noticia, sino que comprende el concepto de información, no sólo la especializada o sectorial, sino también la de interés general, que es en la que se encuentra la actividad  desplegada por la señora Pristupin en los diversos programas radiales en los que prestó tareas. En efecto, los testigos Cáceres –analizada con mayor estrictez- (fs.106) y Rodríguez (fs. 117) dijeron que la actora era productora periodística del programa “La Banda Ancha” conducido por Gerardo Rozín; del programa “Así me Gusta” conducido por Daniel Tognetti y del programa “Tu ruta es mi ruta”; que los tres eran periodísticos y que sus tareas comprendían armado y producción de contenido periodístico y no periodístico, generar las ideas que van a ser el contenido del programa, las entrevistas y lo que sería el “ alma del programa”. Asimismo, Bazan (fs. 122) – propuesta por la demandada- dijo que la actora se encargaba básicamente de buscar información, que lo que salía al aire era mitad informativo y mitad humor, que la actora se ocupaba del corte de llamados  y la coordinación del aire. A mi modo de ver, más allá del contenido de cada programa (mitad periodistico-mitad humorístico), las tareas cumplidas por la actora resultan asimilables a las establecidas por el Estatuto del Periodista Profesional (ver mi voto en “Angeleri Diego c. La Corte SRL y otro s. despido”, SD nº 35545 del 10.10.08 y en “Salas María Paula c. Cuatro Cabezas SA. s. despido”, SD nº 35385 del 29.08.08, entre otros). Y desde esta perspectiva de análisis, entiendo que la actividad desplegada por la actora debe ser encuadrada dentro del estatuto del periodista en tanto considero que las tareas de producción de los distintos programas radiales en los que participó la actora eran de naturaleza periodística, y en consecuencia serán procedentes las partidas indemnizatorias correspon-dientes a dicha normativa.

               De esta manera, la actora resulta acreedora a las siguientes partidas: a) art 43 Ley 12098, inc b) $4.200.-, inc c) $4.200.-, inc d) $12.600.-; b) días de octubre $1.680.-; c) Sac 1º sem 06’: $875.-; d) sac 2º sem 06’: $1.050.-; e) sac 1º sem 07’: $1050.-; f) sac prop 2º sem 07’: $700.- ; g) vacaciones prop: $982,80.-; h) multa art 80 LCT $6.300.-; i) art 8 LNE: $12.075.-; j) art. 15 LNE: $6.720.-: total: $59.152,80.-, suma a la que accederán los intereses establecidos en origen.-

              En todo lo demás, incluyendo lo resuelto en materia de costas y honorarios, adhiero al voto que antecede.-

Miguel Ángel Pirolo dijo:

              Las cuestiones que han sido materia de apelación y agravios han quedado resueltas por el voto concordante de mis distinguidos colegas preopinantes Dres.Vilela y Vázquez; incluso, en cuanto concierne a las costas y honorarios.   Sin embargo, existe divergencia de opiniones entre los colegas, en torno a la aplicabilidad o no a la relación  que la actora mantuvo con la demandada del estatuto del periodista profesional.  Desde esa perspectiva, mi voto ha de estar referido, únicamente,  a la cuestión que se suscita a partir de la disidencia porque –reitero- los restantes planteos ya han quedado resueltos a través de las  coincidencias plasmadas en los votos que anteceden.  

              Aún cuando se concluya que  los programas en cuya “producción” intervenía la actora, a pesar de tener contenidos no dirigidos a difundir información  (como  los vinculados a llamados y comentarios humorísticos), puedan ser calificados  como “periodísticos”, no tengo duda alguna de que la actora no invocó ni probó haber desempeñado una función primordialmente orientada a la difusión de noticias  que permita  califiacarla de periodista profesional.   Coincido con la Dra. Vázquez en cuanto a que  la actividad periodística no gira en torno a la  idea tradicional de noticia y que debe entenderse referida a la difusión de información sobre los más diversos contenidos;  pero entiendo que ni la naturaleza periodística de la empresa  que difunde un determinado programa ni  el carácter periodístico de este último (o sea del programa),  autorizan a considerar incluída en el estatuto del periodista profesional a una persona que no invocó ni acreditó haber tenido a su cargo en forma regular una participación  en el programa  que pueda considerarse, visible y primordialmente,  dirigida a la difusión de información.  

               El art.2 del estatuto establece claramente que  están incluídas en el ámbito de aplicación personal de la norma las empresas radiotelefónicas  que propalen  noticias de carácter periodístico  “….únicamente  con respecto al personal ocupado en esas tareas”;  por lo que es evidente que a cargo de la actora se encontraba invocar y acreditar que su función principal  consistía en la difusión periodística de información y, a mi entender, no lo ha logrado.   En la demanda se limitó a invocar su caracter de “productora periodística” (fs.12),  categorización ésta que, más allá de no estar descripta en los arts.2 y 23 del estatuto,  no permite considerar que haya desarrollado funciones  de índole períodistica en la medida que no describió la realización de tareas primordialmente dirigidas a la difusión  de información.   

               Ambos colegas preopinantes destacan que, del testimonio de Bazán  (fs.122) se desprende claramente que la actora se ocupaba, preponderantemente,  “del corte de llamados y la coordinación del aire, más de la parte activa que del contenido”; y si bien surge de esa declaración testimonial que, además, tenía que “buscar información”,  creo del todo evidente que dicha búsqueda, más allá de no  constituír su función  principall,  no equivale a la propalación de noticias de carácter períodístico que  es la tarea a cuyo desempeño condiciona el art.2 la  calificación de periodista profesional  de quienes trabajan en el ámbito de una empresa radiotelefónica.

              A esta altura del análisis creo conveniente puntualizar que, como surge de la propia terminología utilizada por el estatuto, sólo puede considerarse comprendido en su ámbito de aplicación subjetiva aquél que se desempeña como periodista pero con caracter “profesional” (conf.art.2 y 18, ley 12.908), es decir, aquél cuya actividad principal, regular y habitual consista en la realización de tareas de índole periodística.  Como surge del propio relato inicial y de las declaraciones testimoniales producidas en autos, la actora se desempeñó  como “productora” y tal función implicaba, primordialmente,  intervenir en el corte de llamadas y la coordinación del aire, lo cual denota que su actividad principal no consistía  en la difusión de información de carácter periodístico.   En otras palabras, no está probado que la función principal a cargo de la actora -en el marco de la relación que la unió a la demandada-  permita calificarla como una periodista profesional;  ni que haya hecho de la actividad periodística su profesión regular, por  lo que concluyo que la relación no estuvo regida por la ley 12.908. Por tales razones, adhiero a las conclusiones que emanan del voto del Dr.Vilela.

              A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo, SE RESUELVE: a)- Confirmar la sentencia en lo principal que decide, elevando la condena a la suma de $38.152,20.- con más los intereses fijados en origen; b)- Modificar la distribución de las costas, por ambas instancias, en la forma dispuesta en el considerando VII; c)- Regular los honorarios por la actuación en esta instancia, para la representación y patrocinio del actor y de la demandada, en el 25% respectivamente, de lo que les corresponda percibir por sus trabajos en la anterior instancia (art.38, LO; leyes 21.839 y 24.432); d)- Aclarar que la totalidad de los honorarios -regulados por la aquo en porcentajes-, deberán calcularse sobre el nuevo importe de condena (incluyendo intereses); e)- Condenar a la demandada a hacer entrega del certificado de trabajo previsto en el art.80 de la L.C.T., dentro del plazo de cinco días de notificada la liquidación prevista en el art.132 de la L.O, bajo apercibimiento de las sanciones conminatorias que, en función de las circunstancias del caso, decidiera imponer el Juez de primera instancia en la etapa de ejecución, en caso de incumplimiento (cfr. arts. 37 del CPCC y 666 bis del Código Civil).

                                      Regístrese, notifíquese y devuélvase

  Dr. Julio Vilela
Gabriela Alejandra Vázquez       Miguel Ángel Pirolo

Juez de Cámara
       Jueza de Cámara                Juez de Cámara
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Dra. Elsa Isabel Rodríguez








 Prosecretaria de Cámara

En        de                              de              ,  se dispone el libramiento de            cédulas. CONSTE.








Dra. Elsa Isabel Rodríguez








 Prosecretaria de Cámara

En       de                               de             , se notifica al Sr. Fiscal General  la resolución que antecede y firma. 

Dra. Elsa Isabel Rodríguez
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